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SALA CONSTITUCIONAL

MAGISTRADO PONENTE: ANTONIO J. GARCÍA GARCÍA

 


Mediante escrito presentado en esta Sala el 28 de marzo de 2001, el abogado KENETH E. SCOPE, titular de la cédula de identidad Nº 1.687.176, actuando con el carácter de apoderado judicial de la ciudadana MARIA EUGENIA MÉNDEZ GONZÁLEZ, ejerció acción de amparo constitucional contra la decisión contenida en el auto del 8 de marzo de 2001, emanado del Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial Área Metropolitana de Caracas, que negó la solicitud de constitución del Tribunal con Jueces Asociados, con ocasión del juicio de estabilidad laboral incoado por la accionante contra LAGOVEN S.A.


En esa misma ocasión se dio cuenta en esta Sala y se designó ponente al Magistrado Antonio J. García García, quien, con tal carácter, suscribe el presente fallo.


El 1º de junio de 2001, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia dictó decisión por medio de la cual se declaró competente para conocer la presente causa y admitió la acción de amparo. Asimismo, ordenó notificar al Juez Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas y al Fiscal General de la República, para que concurrieran a la realización de la audiencia constitucional.

Efectuadas las notificaciones ordenadas, el 11 de julio de 2001, la Secretaría de esta Sala Constitucional fijó para el día lunes 30 de julio de 2001, a las 12:30 p.m., la oportunidad para la celebración de la audiencia oral, de acuerdo con lo ordenado en sentencia del 1º de junio de 2001 y conforme a lo previsto en la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

Mediante escrito consignado el 17 de julio de 2001, la abogada Luisa Elena Monsalve Casado, actuando con el carácter de Fiscal tercero del Ministerio Público, solicitó la suspensión de la audiencia constitucional fijada, hasta tanto fuera notificado el tercero interesado, en la persona del representante legal de LAGOVEN S.A. 

Por auto del 25 de julio de 2001, esta Sala ordenó la notificación del representante legal de LAGOVEN S.A., la cual no se había realizado por error involuntario y, en consecuencia, suspendió la audiencia oral fijada, hasta tanto constara en el expediente la referida notificación.

Una vez practicada la mencionada notificación, el 22 de noviembre de 2001 tuvo lugar la audiencia constitucional, en la cual se dejó constancia de la comparecencia del abogado Keneth Scope, actuando con el carácter de apoderado judicial de la parte accionante; de la presencia del ciudadano Victor González, Juez Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas; de la comparecencia de los abogados Auslar López y Edgar González, actuando en representación del tercero coadyuvante, y de la abogada Luisa Elena Monsalve Casado, en representación del Ministerio Público, quienes consignaron sus respectivos escritos. En dicha oportunidad, esta Sala declaró SIN LUGAR la acción de amparo constitucional interpuesta. 

En esta ocasión corresponde a la Sala emitir, íntegramente, su fallo sobre la presente acción de amparo, para lo cual realiza las siguientes consideraciones:

I

FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN DE AMPARO

 

El apoderado judicial de la accionante denunció la violación del derecho a la defensa y al debido proceso, consagrados en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, así como la violación del artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo y del artículo 321 del Código de Procedimiento Civil, con fundamento en las siguientes consideraciones:

Señaló que la motivación de la sentencia impugnada, en la aplicación de una jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia, colide con la norma procesal de obligatoria aplicación en el presente caso, contenida en el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, vigente desde su publicación en la Gaceta Oficial de la República Nº 5.292 Extraordinaria del 25 de enero de 1999, el cual consagra el derecho de la parte a solicitar que el Tribunal se constituya con Jueces Asociados en la segunda instancia de los juicios de estabilidad laboral para dictar la sentencia definitiva.

Asimismo, alegó la violación de la regla procesal contenida en le artículo 321 del Código de Procedimiento Civil, en virtud de la aplicación de una vieja doctrina jurisprudencial establecida, originalmente, cuando no se encontraba vigente el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, para resolver casos que no guardaban analogía alguna con el de autos. En este sentido, agregó que de haber respetado el Juez de alzada el derecho al debido proceso, dando cumplimiento a la norma contenida en el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil, “...hubiera caído en cuenta de la inaplicabilidad de dicha jurisprudencia, entonces, se hubiera visto en la obligación de analizar el contenido del Artículo 118 ejusdem (sic) (De obligada aplicación supletoria en todos los procedimientos del trabajo, según Artículo 31 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo) y seguramente hubieran acogido la interpretación que la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia le ha dado en Sentencia Nº 238, dictada el 24 de Abril de 2.000, con ponencia del Magistrado JOSE M. DELGADO OCANDO...”.(Subrayado de la accionante). 

Finalmente, solicitó la restitución de la situación jurídica infringida, mediante la declaratoria de nulidad de la decisión impugnada y, en consecuencia, se reponga la causa al estado de que el Tribunal de la causa proceda a su constitución con Jueces Asociados para dictar la sentencia definitiva.

II

DE LA DECISIÓN JUDICIAL

 

 


La sentencia objeto de la presente acción de amparo constitucional, dictada el 8 de marzo de 2001, por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, negó la solicitud de constitución del Tribunal con Jueces Asociados, formulada por la accionante en el juicio de estabilidad laboral que sigue contra LAGOVEN S.A., teniendo como fundamento para ello, lo siguiente:

“Vista la diligencia suscrita por el abogado en ejercicio KENETH SCOPE, en su carácter de apoderado judicial de la parte actora, de fecha 6 de marzo de 2001, mediante la cual solicita de conformidad con el artículo 118 del Código de Procedimiento Civil, que el Tribunal se constituya con Jueces Asociados, este Tribunal Superior conforme a lo establecido en la sentencia dictada por la Corte Suprema de Justicia, hoy Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Civil, Tribunal Constitucional, de fecha 20 de enero de 1999, con ponencia del Magistrado Aníbal Rueda, en el juicio de LORENA ESPINA, expediente Nº 98-376, que: ´...en el procedimiento seguido en la segunda instancia no puede tramitarse ninguna incidencia, ni tampoco puede darse la apertura de lapsos de promoción y evacuación de pruebas, ni el acto de informes, ni constitución del tribunal con jueces asociados, solamente el juez de alzada está en la obligación de revisar si la decisión dictada por el juzgado de la causa, cumple con los parámetros otorgados por nuestro ordenamiento jurídico para su validez y su eficacia...´ (Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, Oscar Pierre Tapia, enero 1999, páginas 233 y 234), NIEGA la solicitud de constitución del Tribunal con Jueces Asociados. Así se establece”.

 

 

III

ESCRITO PRESENTADO POR EL TERCERO COADYUVANTE  

 


El 22 de noviembre de 2001, el abogado Auslar López Villegas, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el número 10.555, actuando con el carácter de apoderado judicial de PDVSA PETRÓLEO S.A., antes denominada PDVSA Petróleo y Gas S.A., constituida originalmente bajo la denominación de CORPOVEN S.A., según documento inscrito en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, el 16 de noviembre de 1978, bajo el Nº 26, Tomo 127-A, habiendo sido registrado en dicha Oficina la última modificación de sus Estatutos el 9 de mayo de 2001, bajo el Nº 23, Tomo 81-A Sgdo., sucesora a título universal de LAGOVEN S.A., solicitó que fuera declarado sin lugar el amparo constitucional interpuesto contra su representada, con fundamento en las siguientes consideraciones:

Alegó que del contenido de la decisión cuestionada, no se evidenciaba en ninguna forma que el Juez Superior hubiere actuado fuera de su competencia, dado que consideró que la si bien la referida sentencia se fundamentó en una jurisprudencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, la misma fue luego reiterada, continua y pacíficamente por este Tribunal Supremo de Justicia.

Asimismo, adujo la ilegalidad de la norma contenida en el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, toda vez que dicha Ley estableció en los artículos 116 al 127, las dos instancias del procedimiento de estabilidad laboral, con características procesales claramente definidas y diferencias. En este sentido, señaló que, de conformidad con lo previsto en el artículo 122 de la Ley Orgánica del Trabajo, el Juez de alzada, mediante el examen de los hechos y el derecho alegados, y de la procedente y pertinencia de las pruebas promovidas y evacuadas en primera instancia, sólo puede decidir la apelación, declarando con lugar o sin lugar la solicitud de reenganche y el pago de los salarios caídos.

Continuó expresando, que en procedimiento de estabilidad laboral rigen los principios de concentración, celeridad y simplicidad, el artículo 122 de la Ley Orgánica del Trabajo no contempló la constitución de jueces asociados en segunda instancia, supuesto éste que, por contrario, está previsto expresamente para la primera instancia. Por tal motivo consideró que, cuando el artículo 59 del Reglamento de la referida Ley estableció normas procedimentales diferentes, violentó el espíritu, propósito y razón del artículo 122 eiusdem.

Finalmente, con fundamento en la jurisprudencia de esta Sala Constitucional, alegó la inconstitucionalidad del artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, dado que la materia relativa a los procedimientos son de reserva legal, de conformidad con el artículo 156, numeral 32, de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

 

IV

OPINIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO

 

 

La abogada Luisa Elena Monsalve Casado, actuando con el carácter de Fiscal Tercero del Ministerio Público, con competencia para actuar ante esta Sala Constitucional, al momento de presentar la opinión jurídica del organismo que representa, solicitó fuese declarada sin lugar la presente acción de amparo constitucional y, al efecto, realizó las siguientes consideraciones:

Señaló que si bien el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, con vigencia a partir del 25 de enero de 1999, previó la posibilidad de constituir el tribunal con jueces asociados en segunda instancia, lo hizo en clara contradicción con los dispuesto en el artículo 122 de la Ley Orgánica del Trabajo.

En este sentido, indicó que el artículo 122 de la Ley Orgánica del Trabajo venía siendo interpretado por la Sala de Casación Civil de la entonces Corte Suprema de Justicia, con fundamento en los principios de concentración, celeridad y simplicidad que rigen los juicios de estabilidad laboral, por lo que a partir de la entrada en vigencia del artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, relativo al procedimiento de segunda instancia en los referidos juicios, dicha Sala se había pronunciado, en múltiples fallos, por la inaplicabilidad del mismo y había prohibido la tramitación de cualquier incidencia en la referida instancia, así como la apertura de lapsos de pruebas, el acto de informes y la constitución del tribunal con jueces asociados.

Asimismo, refirió que el criterio sostenido por la entonces Corte Suprema de Justicia ha sido reiterado por esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia del 2 de noviembre de 2000 (caso Unidad Educativa Cimientos) y, en consecuencia, desaplicó el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, porque había invadido la materia de reserva legal.      

Concluyó que la constitución del tribunal con jueces asociados no era posible en el procedimiento de segunda instancia en los juicios de estabilidad laboral, dado que el artículo 122 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual priva sobre la normativa contenida en su Reglamento, ordena al Juez de alzada decidir sobre el fondo de la causa y declarar con o sin lugar la solicitud de reenganche y el pago de los salarios caídos. Por tal motivo, estimó ajustada a derecho la decisión dictada el 8 de marzo de 2001, por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

 

 

 

 

 

V

MOTIVACIÓN PARA DECIDIR

 

 

Corresponde a esta Sala pronunciarse acerca de la presente acción de amparo constitucional, por lo que analizadas como han sido las actas del expediente, así como los alegatos expuestos tanto por las partes accionante y accionada, por el tercero coadyuvante y la representante del Ministerio Público, se observa:

En el presente caso, la parte accionante denunció la violación del derecho a la defensa y al debido proceso, alegando que el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas desaplicó la norma procesal contenida en el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, la cual consagra el derecho de la parte a solicitar que el Tribunal se constituya con Jueces Asociados en la segunda instancia de los juicios de estabilidad laboral para dictar la sentencia definitiva. 

Igualmente, señaló que el Juzgado agraviante dictó su decisión en concordancia con una jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia, establecida, originalmente, cuando no se encontraba vigente el referido Reglamento, para resolver casos que no guardaban analogía alguna con el de autos, según la cual “...el procedimiento seguido en la segunda instancia no puede tramitarse ninguna incidencia, ni tampoco puede darse la apertura de los lapsos de promoción y evacuación de pruebas, ni el acto de informes, ni constitución del tribunal con jueces asociados, solamente el juez de alzada está en la obligación de revisar si la decisión dictada por el juzgado de la causa, cumple con los parámetros otorgados por nuestro ordenamiento jurídico para su validez y su eficacia...”. En este sentido, expresó que de haber respetado el Juez de alzada el derecho al debido proceso, dando cumplimiento a la norma contenida en el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil, “...hubiera caído en cuenta de la inaplicabilidad de dicha jurisprudencia, entonces, se hubiera visto en la obligación de analizar el contenido del Artículo 118 ejusdem (sic) (De obligada aplicación supletoria en todos los procedimientos del trabajo, según Artículo 31 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo) y seguramente hubieran acogido la interpretación que la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia le ha dado en Sentencia Nº 238, dictada el 24 de Abril de 2.000, con ponencia del Magistrado JOSE M. DELGADO OCANDO...”.(Subrayado de la accionante).

Ahora bien, esta Sala Constitucional, en un caso similar al de autos, dejó sentado que el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo es evidentemente violatorio del artículo 122 de la Ley Orgánica del Trabajo, dado que la intención de la norma es que el procedimiento de segunda instancia opere en forma expedita sin incidencias ni interferencias de ninguna naturaleza, pues, por ello no se previó en dicha ley, lapsos probatorios, lapso para informes, derecho a designar jueces asociados ni ninguna otra incidencia judicial en tal procedimiento. Por tal razón, en la oportunidad mencionada, concluyó esta Sala que el artículo 59 del referido Reglamento resultaba inaplicable, por estar viciada de inconstitucionalidad, pues no podía innovar y crear en ninguna forma un procedimiento en segunda instancia para lo cual ni siquiera se encontraba autorizado por la Ley Orgánica del Trabajo.

Así, en sentencia 436/2000 (caso FORAMER DE VENEZUELA, C.A.), esta Sala sostuvo, lo siguiente:

“...es definitivamente una violación al derecho a la defensa y al debido proceso obviar procedimientos judiciales establecidos por la legislación. Sin embargo, es necesario que dicha legislación que regula tal procedimiento judicial no adolezca de vicios de inconstitucionalidad.

De acuerdo a lo anterior, el ordinal 24º del artículo 136 de la Constitución de Venezuela de 1961 reservaba al Poder Nacional la competencia para legislar en cuanto a procedimientos se refiere. Asimismo, el artículo 139 de la misma Constitución reservaba al Congreso Nacional legislar sobre las materias de la competencia nacional, es decir aquéllas incluidas en el artículo 136 antes indicado. La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela mantiene el mismo criterio en el ordinal 32º del artículo 156 en concordancia con el ordinal 1º del artículo 187. En este sentido, el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo establece normas procedimentales diferentes a las establecidas en la ley de la materia. Por lo demás, el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo es evidentemente violatorio del artículo 122 de la Ley Orgánica del Trabajo. Este último artículo reza así:

“Artículo 122.- La sentencia del Tribunal Superior deberá decidir sobre el fondo de la causa, y declarar con o sin lugar la solicitud de reenganche y el pago de los salarios caídos”.


De lo expuesto se evidencia que la intención del Legislador fue que el procedimiento de segunda instancia operase de forma expedita sin incidencias ni interferencias de ninguna naturaleza. Por tal razón, expresamente se señala en dicho dispositivo que el tribunal superior deberá decidir sobre el fondo de la causa, es decir, no se previó en la ley –instrumento único en el cual podía haberse previsto en virtud del principio de la reserva legal en materia de procedimientos establecido en la Constitución- lapsos probatorios, derecho a designar jueces asociados, lapso para informe ni ningunas otras incidencias judiciales.

En consecuencia, el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo no podía innovar y crear en ninguna forma un procedimiento en segunda instancia para lo cual ni siquiera se encontraba autorizado por la Ley. No se trata, por consiguiente, de un reglamento complementario de la Ley, sino por el contrario, una norma (artículo 59) absolutamente innovativa, que contradice el espíritu, propósito y razón del artículo 122 de la Ley y, por las razones ya explicadas, es decir, dado que la materia relativa a los procedimientos es de la reserva legal, de conformidad con el artículo 136, numeral 24 de la Constitución de 1961, en concordancia con el artículo 139, esta norma colide con la Constitución. En virtud de lo anterior y dado que el artículo 59 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo resulta inaplicable dado el vicio de inconstitucionalidad en que incurrió, resulta obvio que es imposible fundamentar una acción de amparo en una norma que contradice el Texto Fundamental”. 

 

 En el presente caso, esta Sala advierte que la decisión cuestionada, dictada por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, se fundamentó en el criterio sostenido por la Sala de Casación Civil de la entonces Corte Suprema de Justicia, en fallo emitido con anterioridad a la promulgación del mencionado Reglamento, no obstante, debe observar que la misma resulta, a fin de cuentas, ajustada al principio de legalidad de la actuación de los órganos y autoridades del poder público, tal como se evidencia del criterio de esta Sala Constitucional antes expresado.

Asimismo, con respecto a la obligatoria aplicación del artículo 118 del Código de Procedimiento Civil en el juicio de estabilidad laboral, alegada por la accionante, esta Sala observa que las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil son aplicables a aquellas situaciones procesales que no exijan el empleo de principios especiales que identifican a la jurisdicción laboral, los cuales buscan hacer efectivo el derecho sustantivo del trabajo. Siendo ello así, resulta inobjetable no sólo el carácter orgánico de la ley laboral, sino además su condición de ley especial para regir aspectos también de carácter especial del procedimiento laboral, motivo por el cual el artículo 122 de la Ley Orgánica del Trabajo, como norma dictada para regir el procedimiento laboral en segunda instancia, es de aplicación preferente frente a las disposiciones contenidas en el Código de Procedimiento Civil.

Precisado lo anterior, estima esta Sala que los criterios expuestos son motivo suficiente para declarar la improcedencia de la acción de amparo incoada, por cuanto resulta obvio que es imposible fundamentar una acción de amparo en una norma que contradice el Texto Fundamental, la cual, a su vez, escapa de los requisitos esenciales que el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales exige para la procedencia del amparo contra decisiones judiciales, al no presentar el auto cuestionado, vicios de usurpación de funciones ni de abuso de autoridad, que vulneren los derechos constitucionales a la defensa y al debido proceso de la accionante. Así se declara.

 

 

 

 

 

VI

DECISIÓN

 

 

Por las razones precedentemente expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR la acción de amparo constitucional incoada por el abogado Keneth E. Scope, actuando con el carácter de apoderado judicial de la ciudadana MARIA EUGENIA MÉNDEZ GONZÁLEZ, contra la decisión dictada el 8 de marzo de 2001, por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

Publíquese, regístrese y notifíquese. 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Audiencias del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, en Caracas, a los 04  días del mes de DICIEMBRE de dos mil uno (2001). Años: 191º de la Independencia y 142º de la Federación.

El Presidente,

 

 

 

IVÁN RINCÓN URDANETA



       

    El Vicepresidente,

 

 

 

 

                      


JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

 

 

Magistrados,

 

 

 

 

JOSÉ M. DELGADO OCANDO


ANTONIO J. GARCÍA GARCÍA










Ponente

 

 

 

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

                                                                          El Secretario,

 

 

 

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

 

 

Exp. 01-0630.
AGG/alm.-

